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Surén Fuentes y el Juez Candelaria Rosa 

 
Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de septiembre de 2018. 

Comparecen el Sr. Enrique Blanco Casasnovas, la Sra. Sandra 

Martínez Arroyo, y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por 

ambos (esposos Blanco-Martínez), y Music Solutions, Inc. (en 

conjunto los apelantes), y nos solicitan que declaremos nula la 

Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan (TPI), el 16 de noviembre de 2017. Mediante la misma, el TPI 

declaró Ha Lugar la solicitud de sentencia sumaria que presentó el 

Banco Popular de Puerto Rico (Banco o apelado), y desestimó la 

Reconvención que presentaron los apelantes. Finalmente, condenó 

a los apelantes a pagar solidariamente ciertas sumas de dinero. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada. 

I. 

 Según surge del expediente, el 23 de enero de 2014, el Banco 

presentó una Demanda por incumplimiento de contrato, cobro de 

dinero y ejecución de hipoteca, contra los apelantes. Alegó que los 
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apelantes incumplieron con las dos “facilidades de crédito” 

concedidas a éstos, identificadas como los préstamos 110-2724626-

9003 (Préstamo #1) y 110-2724626-9002 (Préstamo #2), al dejar de 

efectuar los pagos, según lo acordado. Por ello, el Banco declaró 

vencidas y pagaderas la totalidad de las deudas, según lo acordado 

en las correspondientes escrituras de hipoteca que garantizan los 

préstamos mencionados. De las alegaciones de la Demanda surge 

que: 

1. […] 
 

17. […], para garantizar todas las obligaciones 
presentes, pasadas y futuras de los co-
demandados Blanco y Martínez, para con la 
parte aquí demandante, incluyendo las 
obligaciones aquí reclamadas, la co-demandada 
Music Solutions, Inc., por conducto de su 
presidente Blanco, suscribió un documento de 
Garantía Continuada el 10 de marzo de 2008. 
 

18. […] 
 

19. En virtud del Contrato #1 y el Pagaré Operacional 
#1 (Préstamo número 2724626-9003), los 
demandados adeudan solidariamente a la parte 
demandante la suma de $608,275.40 por 
concepto del principal, mas $21,488.10 por 
concepto de intereses acumulados, así como 
$4,734.73 por concepto de “escrow” hasta el 3 de 
enero de 2014, los cuales continúan en aumento 
hasta el pago total y solvento del principal, y una 
suma adicional líquida por concepto de 
honorarios de abogado, según pactados, la cual 
asciende a $65,000.00. 

 

20. En virtud del Pagaré Operacional #2 (Préstamo 
número 2724626-9002), los demandados de 
epígrafe (“demandados”) adeudan solidariamente 
a la parte demandante  la suma de $290,661.09 

por concepto del principal, más $9,759.24 por 
concepto de intereses acumulados, así como 
$567.07 por concepto de “escrow” hasta el 3 de 
enero de 2014, los cuales continúan en aumento 
hasta el pago total y solvento del principal, y una 
suma adicional líquida por concepto de 
honorarios de abogado, según pactados, la cual 
asciende a $45,000.00. 

 

21. […] 
 

El 24 de junio de 2014, los apelantes presentaron su 

Contestación a la Demanda y una Reconvención. En su Contestación 

a la Demanda, los apelantes alegaron que el Banco: 1) no presentó 

prueba documental para sustentar sus alegaciones; 2) no acreditó 
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ser el tenedor de los pagarés; 3) no acompañó una certificación 

registral que evidencia la inscripción de las fincas que pretende 

ejecutar; y 4) no notificó la aceleración del vencimiento de principal 

e intereses adeudados. 

Por otra parte, en la Reconvención alegaron que: 1) el Banco 

suscribió un acuerdo de compra y asunción de activos con el Federal 

Deposit Insurance Corporation (FDIC), como síndico-recibidor del 

Westernbank. Este acuerdo se tituló Shared Loss Agreement (SLA). 

Entre los activos que el Banco adquirió mediante el SLA se 

encuentran los préstamos objeto de este recurso; 2) el SLA entre el 

Banco y el FDIC imponía al Banco proveerles a los deudores de 

préstamos hipotecarios alternativas de modificación a sus 

préstamos; y 3) el Banco les privó de alternativas de modificación de 

sus préstamos, en contravención al SLA, lo cual le causó pérdidas 

económicas. Respecto al Préstamo #1, alegaron que el Banco ofreció 

una alternativa de modificación injusta, de mala fe y en 

contravención a las garantías del SLA, con el fin ulterior de 

aumentar las garantías sobre el préstamo. En cuanto al referido 

préstamo, solicitaron que: 1) el Banco les compensara la pérdida 

económica que le ocasionara la privación de alternativas de 

modificación a su préstamo comercial; 2) se maximizara la cantidad 

a obtenerse de los préstamos; y 3) se evite la ejecución de la 

colateral. De ejecutarse, solicitó que se le compensara por la 

diferencia entre la cantidad recobrada en ejecución y la adeudada. 

En relación al Préstamo #2, el cual está garantizado con una 

hipoteca sobre la residencia principal de los esposos Blanco-

Martínez, indicó que no se proveyó una alternativa de modificación. 

Por ello, solicitó que se le proveyera la alternativa de modificación 

que exige el FDIC y, de no hacerlo, solicitó una indemnización de 

$750,000.00. 
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Así las cosas, el 1 de agosto de 2014 el Banco solicitó la 

desestimación de la Reconvención. Por su parte, los apelantes se 

opusieron a la desestimación. Luego, el 8 de septiembre de 2014, el 

TPI emitió una Resolución y Orden, mediante la cual declaró No Ha 

Lugar la solicitud de desestimación de la Reconvención y ordenó al 

Banco contestar la misma. En este dictamen el TPI concluyó que 

“exist[ía]n hechos materiales y esenciales controvertidos”. 

Oportunamente, el Banco solicitó reconsideración de la 

denegatoria a la desestimación. Mientras que los apelantes se 

opusieron a dicha reconsideración. Tras una réplica que presentó el 

Banco, el 24 de noviembre de 2014, el TPI declaró No Ha Lugar la 

solicitud de reconsideración. 

Inconforme, el Banco presentó una Petición de Certiorari ante 

este Tribunal de Apelaciones, caso KLCE201401720, en el que 

solicitó que revocáramos la denegatoria de la solicitud de 

desestimación presentada por el Banco. Mediante Resolución del 25 

de marzo de 2015, este Tribunal se negó a expedir el auto de 

certiorari. La Resolución expresamente dispuso: “[p]untualizamos 

que la acción de un Tribunal de Apelaciones denegatoria de un 

recurso de certiorari, no prejuzga los méritos del asunto o la cuestión 

planteada, ya que esto puede reproducirse nuevamente mediante el 

correspondiente recurso de apelación. En consecuencia, la parte 

afectada por la decisión que finalmente tome el Tribunal de Primera 

Instancia no queda privada de la oportunidad de hacer ante el foro 

apelativo los planteamientos que entienda procedentes una vez se 

resuelva el caso”. 

En consecuencia, el 30 de septiembre de 2014, el Banco 

presentó su Contestación a Reconvención. En síntesis, negó toda 

responsabilidad e incumplimiento con el SLA. Además, alegó que: 1) 

los apelantes no son partes contratantes en el SLA, ni terceros 

beneficiarios del acuerdo por lo que el cumplimiento con el mismo 
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era impertinente e inmaterial al litigio; 2) cualquier posible deber u 

obligación que surgiera del SLA solo podía reclamarse por el FDIC, 

y no tiene efectos ni concede derechos a los apelantes; y 3) por un 

periodo de 6 meses y alrededor de junio de 2013 ofreció una 

alternativa de modificación para los Préstamos #1 y #2, aunque no 

estaba obligado contractualmente de hacerlo, la cual fue rechazada 

por los apelantes. 

 En marzo de 2015 el Banco inició el descubrimiento de 

prueba. Luego de varios trámites procesales, que incluyeron varios 

incumplimientos de los apelantes con las órdenes del TPI, y dos 

peticiones de quiebra presentadas por los esposos Blanco-Martínez 

ante la Corte Federal de Quiebras que fueron desestimadas, 

continuaron los procedimientos ante el TPI.  

 Así, el 3 de septiembre de 2015, los esposos Blanco-Martínez 

solicitaron al TPI que refiera la reclamación en cobro de dinero y 

ejecución de hipoteca que hace el Banco sobre la residencia 

principal de los esposos Blanco-Martínez (Préstamo #2) a mediación 

compulsoria. 

 El 24 de septiembre de 2015, el Banco se opuso a la 

celebración de una vista de mediación por entender que el préstamo 

otorgado a los esposos Blanco-Martínez era de naturaleza comercial, 

excluido de la Ley Núm. 184-2012. 

El 26 de octubre de 2016, las partes comparecieron a una 

vista de seguimiento, en la cual el Banco informó que accedía a 

someterse al proceso de mediación compulsoria. En consecuencia, 

ese mismo día, el TPI emitió una Orden de Referido al Centro de 

Mediación de Conflictos en Casos de Ejecución de Hipotecas, 

archivada en autos el 4 de noviembre de 2016, citándole a todas las 

partes a comparecer el 7 de febrero de 2017 a una sesión obligatoria 

de mediación, según lo dispuesto en la Ley Núm. 184-2012 y el 
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Reglamento de Métodos Alternos para la Solución de Conflictos, 

según enmendado. 

El 7 de febrero de 2017 se celebró la sesión obligatoria de 

mediación. Al día siguiente la mediadora, Sra. Elda Albino Rivera, 

presentó ante el TPI la Moción Informativa en Casos de Ejecución de 

Hipoteca junto con la Notificación al Tribunal en Casos de Ejecución 

de Hipoteca. Mediante estos documentos la mediadora notificó al TPI 

que Music Solutions, Inc. no compareció a la sesión de mediación; 

el acreedor hipotecario no brindó al deudor hipotecario la 

orientación requerida por la Ley Núm. 184-2012; y que, 

considerando las condiciones del caso, la mediadora concluyó que 

el caso “no es adecuado para mediación en este momento”. 

Posteriormente, el 22 de mayo de 2017, el Banco presentó una 

Moción de Sentencia Sumaria en la que anejó prueba documental en 

apoyo a los hechos enumerados como incontrovertidos. Estos son:  

1) Declaración Jurada suscrita por la Oficial de 
Relaciones del Banco, Sra. Amalia Delgado Torres, 
el 19 de mayo de 2017. Mediante la declaración 
jurada se actualizaron las cuantías adeudadas, se 
desglosaron los conceptos por los cuales se 
reclaman y se autenticaron documentos (Anejo 1). 
 

2) Línea de Crédito Comercial a Individuos, suscrito 
por los esposos Blanco-Martínez el 3 de septiembre 
de 2004 por la suma principal de $500.000 (Anejo 
2).  

 
3) Enmienda al Contrato de Línea de Crédito, 

suscrito por los esposos Blanco-Martínez el 10 de 
marzo de 2008, mediante el cual convirtieron la 
línea de crédito otorgada el 3 de septiembre de 
2004 en un préstamo a término por $650.000 
(Préstamo #1) (Anejo 3).  

 
4) Pagaré suscrito por los esposos Blanco-Martínez el 

10 de marzo de 2008, por la suma de $650,000 e 
intereses por los primeros 24 meses a razón de una 
tasa fija igual a 7%. Luego, los intereses se 
ajustarán al 1% sobre la tasa de interés base al 
momento de su revisión cada 24 meses, según 
publicada de tiempo en tiempo, por el Citibank, 
N.A. en sus oficinas principales en New York (Anejo 
4).  

 
5) Acuerdo de Gravamen Mobiliario del 10 de marzo 

de 2008, mediante el cual los esposos Blanco-
Martínez entregaron en carácter prendario dos 
pagarés hipotecarios a Westernbank Puerto Rico 
(Anejo 5). Estos son: 
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i) Pagaré hipotecario a la orden de 

Westernbank Puerto Rico por la suma 
principal de $500,000 con interés al 1.50% 
sobre el prime rate y vencedero a la 
presentación, constituida mediante la 
Escritura Número 883 otorgada el 3 de 
septiembre de 2004 ante el Notario Público 
Adrián J. Hilera Torres, presentada y 
pendiente inscripción al asiento 143 del 
diario 1068 de Santurce Norte, Registro de 
la Propiedad de Puerto Rico, Sección 1ra de 
San Juan, finca número 14015. Véase, 
Anejos 6 y 7. 

 
ii) Pagaré hipotecario pagadero a la orden de 

Westernbank Puerto Rico por la suma 
principal de $150,000 con interés al 3.00% 
sobre el prime rate y vencedero a la 
presentación, constituida mediante la 
Escritura Número 14 otorgada el 10 de 
marzo de 2008 ante el Notario Público 
Gadiel O. Rosario Rivera. Véase. Anejo 8. 

 
6) Pagaré Hipotecario por la suma de $500,000 

suscrito por los esposos Blanco-Martínez el 3 de 
septiembre de 2004. (Anejo 6). (Pagaré Hipotecario 
1). 

 
7) Escritura Núm. 883 - Hipoteca en Garantía de 

Pagaré con Interés Fluctuante otorgada el 3 de 
septiembre de 2004 (Anejo 7).  

 
8) Pagaré Hipotecario por la suma de $150,000 

suscrito por los esposos Blanco-Martínez el 10 de 
marzo de 2008. (Anejo 8). (Pagaré Hipotecario 2). 

 
9) Escritura Núm. 14 – Escritura Segunda Hipoteca 

para Garantizar Pagaré otorgada el 10 de marzo de 
2008 (Anejo 9).  

 
10) Contrato de Cesión suscrito por los esposos 

Blanco-Martínez el 10 de marzo de 2008 (Anejo 
10).  

 
11) Garantía del 10 de marzo de 2008 otorgada por 

Music Solutions, Inc., por medio de su Presidente, 
para garantizar todas las obligaciones presentes, 
pasadas y futuras (Anejo 11). 

 
12) Pagaré de Préstamo Hipotecario para Uso Personal 

Pagadero a Plazos con Tablas de Amortización 
Variables suscrito por los esposos Blanco-Martínez 
el 16 de noviembre de 2009, por la suma principal 
de $300.000 e intereses pagaderos en 420 plazos 
mensuales consecutivos de principal e intereses 
como sigue: (i) comenzando el 20 de diciembre de 
2009, 24 plazos mensuales consecutivos de 
$1,708.55 cada uno de principal e intereses a 
razón del 5.99% anual, y (ii) comenzando el 20 de 
diciembre de 2011, 396 plazos mensuales 
consecutivos de principal e intereses computados 
al tipo fijo resultante al añadir 1% a la tasa de 
interés preferencial establecida de cuando en 
cuando por el Citibank, N.A. (Préstamo #2) (Anejo 
12). 
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13) Acuerdo de Gravamen Mobiliario suscrito por los 
esposos Blanco-Martínez el 16 de noviembre de 
2009, mediante el cual entregaron a Westernbank 
de Puerto Rico dos pagarés hipotecarios (Anejo 13). 
Estos son: 

 
i) Pagaré hipotecario a la orden de 

Westernbank Puero Rico, por la suma 
principal de $200,000, vencedero el 31 de 
diciembre de 2044, el cual está garantizado 
por la hipoteca constituida mediante la 
Escritura Núm. 365 otorgada el 16 de 
noviembre de 2009 ante el Notario Público 
Leo M. Irizarry Román. Véase Anejos 14 y 
15. 
 

ii) Pagaré hipotecario a la orden de 

Westernbank Puerto Rico, por la suma 
principal de $100,000, vencedero el 31 de 
diciembre de 2044, el cual está garantizado 
por la hipoteca constituida mediante la 
Escritura Núm. 366 otorgada el 16 de 
noviembre de 2009 ante el Notario Público 
Leo M. Irizarry Román. Véase, Anejos 16 y 
17. 

 
14) Pagaré Hipotecario No Negociable suscrito por los 

esposos Blanco-Martínez el 16 de noviembre de 
2009, por la suma principal de $200,000, más 
intereses sobre la misma como sigue: 
 
i) a razón del 5.99% anual, a partir de esta 

fecha y durante los siguientes 24 meses; y 
 

ii) durante períodos consecutivos de 24 meses 
siguientes, a razón del tipo fijo resultante al 
añadir 1 puntos(s) porcentual(es) a la Tasa 
Preferencial (“prime rate”), según 
establecido de cuando en cuando por el 
Citibank, N.A. en la Ciudad de New York, 
vigente al comenzar cada período 
consecutivo de 24 meses, o al 5.99% anual, 
cual sea mayor, hasta su total y completo 
pago. (Anejo 14). (Pagaré Hipotecario 3). 

 
15) Escritura Núm. 365 - Hipoteca en Garantía de 

Pagaré otorgada el 16 de noviembre de 2009 ante 

el Notario Público Leo M. Irizarry Román (Anejo 
15). 

16) Pagaré Hipotecario No Negociable suscrito por los 
esposos Blanco-Martínez el 16 de noviembre de 
2009, por la suma principal de $100,000, más 
intereses sobre la misma como sigue: 
 
i) a razón del 5.99% anual, a partir de esta 

fecha y durante los siguientes 24 meses; y 
 

ii) durante períodos consecutivos de 24 meses 
siguientes, a razón del tipo fijo resultante al 
añadir 1 punto(s) porcentual(es) a la Tasa 
Preferencial (“prime rate”), según 
establecido de cuando en cuando por el 
Citibank, N.A. en la Ciudad de New York, 
vigente al comenzar cada período 
consecutivo de 24 meses, o al 5.99% anual, 



 

 

 

KLAN201800130 
 

 

9 

cual sea mayor, hasta su total y completo 
pago. (Anejo 16). (Pagaré Hipotecario 4). 

 
17) Escritura Núm. 366 - Hipoteca en Garantía de 
Pagaré otorgada el 16 de noviembre de 2009 ante el 
Notario Público Leo M. Irizarry Román (Anejo 17). 

 

En la moción, el Banco sostuvo que no existía controversia en 

cuanto a que: 1) los esposos Blanco-Martínez solicitaron las 

facilidades de crédito objeto de este litigio; 2) suscribieron libre y 

voluntariamente los documentos de financiamiento; y 3) las 

cuantías de la deuda están vencidas y son líquidas y exigibles. 

Además, solicitó la desestimación de la reconvención, por no existir 

controversia en cuanto a que el SLA no contiene una clausula a favor 

de tercero que conceda a los esposos Blanco-Martínez una causa de 

acción privada en daños, ni le imponía obligación alguna para que 

el Banco ofrezca alternativas de modificación de préstamos 

comerciales. 

El 12 de junio de 2017, los esposos Blanco-Martínez 

presentaron una Moción Allanándose a que se Dicte Sentencia Parcial 

en cuanto al Préstamo 274626-9003 – Propiedad Comercial Punta Las 

Marías una vez la Parte Demandante Acredite que Procede la 

Ejecución de la Hipoteca que Garantizan el Préstamo 274626-9003. 

Junto con su oposición presentaron: 1) Declaración Jurada del Sr. 

Enrique Blanco Casanovas suscrita el 12 de junio de 2017; 2) copia 

de cheques de los esposos Blanco-Martínez realizando pagos a los 

Préstamos #2 y 3; 3) Carta titulada Acquiring Institution del FDIC 

suscrita el 9 de marzo de 2011; 4) Acuerdo de Abstención que no 

contiene fecha alguna, ni firmas que acredite cuándo y quién lo 

otorgó; 5) Orden de Referido al Centro de Mediación de Conflictos en 

Casos de Ejecución de Hipotecas; 6) Moción Informativa en Casos de 

Ejecución de Hipoteca; 7) Notificación al Tribunal en Casos de 

Ejecución de Hipoteca; y 8) Resolución y Orden emitida por el TPI el 

8 de septiembre de 2014. 
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Además, presentaron una Oposición a Moción de Sentencia 

Sumaria en cuanto a la Segunda Causa de Acción – Préstamo 

2724626-9002, en la cual alegaron que existía controversia sobre 

los siguientes hechos: 1) incumplimiento con el requisito 

jurisdiccional impuesto por la Ley Núm. 184-2012; 2) falta de 

legitimación activa del Banco para exigir el cumplimiento del 

préstamo 2724626-9002 (Préstamo #2); 3) la cuantía reclamada en 

el Préstamo #2 y la tasa de interés que el Banco tiene derecho a 

cobrar bajo dicho préstamo; 4) falta de acreditación de la inscripción 

de las hipotecas; y 5) la doctrina de la ley del caso impide relitigar la 

desestimación de la reconvención. 

Oportunamente, el Banco replicó a dicha oposición. Sostuvo 

que la oposición no cumplió con la Regla 36.3 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3, ni con la norma 

establecida en SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 

434 (2013). Además, alegó que los esposos Blanco- Martínez no 

lograron controvertir con documentos admisibles en evidencia los 

hechos identificados como incontrovertidos en la moción de 

sentencia sumaria. 

Los esposos Blanco-Martínez presentaron una dúplica en la 

cual alegaron que existe controversia sobre: 1) los pagos efectuados 

y los intereses cobrados bajo el Préstamo #2; 2) el historial de pago 

provisto por el Banco en la réplica no recoge la totalidad del 

préstamo; y 3) el Banco no brindó la orientación requerida por la Ley 

Núm. 184-2012. 

El Banco reaccionó y alegó, en síntesis, que los esposos 

Blanco-Martínez pretendieron presentar controversias sobre los 

intereses, pagos y su aplicación a los financiamientos, que 

constituían realmente defensas afirmativas que quedaron 

renunciadas por no incluirse en la alegación responsiva. Además, 

sostuvo que los esposos Blanco-Martínez no presentaron evidencia 
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admisible para controvertir los hechos de la moción de sentencia 

sumaria, por lo que no procedía que se dictara sentencia a su favor. 

El 6 de noviembre de 2017, el TPI dictó la Sentencia apelada, 

mediante la cual declaró Ha Lugar la Moción de Sentencia Sumaria 

que presentó el Banco, y desestimó la Reconvención presentada por 

los apelantes.  

Los apelantes presentaron el 19 de diciembre de 2017, una 

Moción Solicitando Reconsideración de Sentencia. El Banco se opuso 

y el 3 de enero de 2018, el TPI declaró No Ha Lugar la solicitud de 

reconsideración. 

Inconforme, los apelantes acuden ante nos mediante recurso 

de Apelación y señalan que el TPI cometió los siguientes errores: 

A. El TPI incumplió con los parámetros establecidos 
en Banco Santander Puerto Rico v. Correa, 2016 
T.S.P.R. 201, al continuar el proceso judicial e 
incluso dictar Sentencia, sin auscultar si 
efectivamente se cumplió con el propósito de la 
mediación compulsoria. 
 

B. Erró el TPI al citar en la Orden de Referido al 
Centro de Mediación de Conflictos del 26 de 
octubre del 2016, a la corporación Music 
Solutions, Inc. a la mediación compulsoria que 
requiere la Ley 184-2012, ya que el TPI carecía de 
jurisdicción para ello por ser esta parte una 
persona jurídica a la que no le aplican las 
disposiciones de la Ley 184-2012. 

 

C. Erró el TPI al determinar que la ausencia de Music 
Solutions, Inc. a la mediación compulsoria permite 
al acreedor hipotecario, en este caso el Banco 
Popular de Puerto Rico, a continuar con los 
procedimientos del caso, según dispone el Art. 3 

de la Ley Núm. 184-2012. 
 

D. La sentencia sumaria archivada en autos el 4 de 
diciembre del 2017, es nula por haber sido dictada 
sin que a los Blanco-Martínez se le haya celebrado 
la vista de mediación compulsoria que establece la 
Ley 184-2012. 

 

E. Erró el TPI al sostener como una razón válida para 
no celebrar la mediación compulsoria el que la 
mediadora haya concluido que las circunstancias 
del caso no eran adecuadas para la mediación. 

F. De los documentos constitutivos surge una 
controversia de hechos en cuanto a los intereses 
que el BPPR tiene derecho a cobrar por concepto 
de esta deuda que impide se dicte sentencia 
sumariamente en la presente acción. (Cita 
omitida). 

 



 

 

 

KLAN201800130 

 

12 

G. Erró el TPI al disponer en la Sentencia la ejecución 
de la Hipoteca de la residencia de los demandados 
en Palmas del Mar que garantiza el Pagaré 3, toda 
vez que dicha hipoteca no está inscrita en el 
Registro de la Propiedad. 

 

H. Erró el TPI al desestimar sumariamente en la 
Sentencia archivada en autos el 4 de diciembre del 
2017, la Reconvención instada por los 
demandados-apelantes ya que el TPI en la 
resolución y Orden del 8 de septiembre de 2014 
había determinado que no procedía la 
desestimación de la reconvención por existir 
controversias de hechos materiales y esenciales 
sobre la misma. Esta determinación se convirtió en 
firme al ser confirmada por el Tribunal de 
Apelaciones el 31 de marzo del 2015 y es la ley del 

caso. 

 

 Examinados los escritos de las partes, y los documentos que 

obran en autos, estamos en posición de resolver. 

II. 

A. 

La Ley Núm. 184-2012, conocida como Ley para Mediación 

Compulsoria y Preservación de tu Hogar en los procesos de 

Ejecuciones de Hipotecas de una Vivienda Principal, 32 LPRA secs. 

2881 a 2886, establece un mecanismo de mediación obligatorio 

entre el acreedor y el deudor hipotecario en los procesos de ejecución 

de hipoteca. De su exposición de motivos, se desprende la intención 

legislativa de atender la crisis económica en el mercado hipotecario, 

y en particular, el problema de las ejecuciones hipotecarias como 

resultado de dicha crisis. Por ende, el fin de dicha Ley es proveer 

alternativas que permitan disminuir los procesos de ejecución de 

hipotecas, de forma tal que se pueda evitar al máximo que 

ciudadanas y ciudadanos pierdan su vivienda principal. Dispone el 

Artículo 2 (b) de la Ley Núm. 184-2012, 32 LPRA sec. 2881 (b): 

Mediación Compulsoria.—En los casos en que un 
acreedor hipotecario pueda iniciar un proceso de 
ejecución de hipoteca, o el cual pueda culminar en la 
venta judicial, de una propiedad residencial que 
constituya una vivienda principal, se celebrará una 
reunión compulsoria de mediación conducida en una 
sala o salón del Tribunal o en aquel lugar que las 
partes en acuerdo con el mediador seleccionen, pero 
que no podrá ser en las oficinas del acreedor 
hipotecario o de sus abogados o representantes 
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legales o asesores, y presidida por un mediador 
seleccionado por las partes, en el curso de un 
procedimiento de ejecución de hipoteca sumario y/o 
ordinario. En dicha reunión el acreedor hipotecario 
notificará al deudor hipotecario todas las alternativas 
disponibles en el mercado para poder evitar la 
ejecución de la hipoteca o la venta judicial de una 
propiedad residencial que constituya una vivienda 
principal. El propósito u objetivo será poder llegar a 
un acuerdo o modificación que permita al deudor 
hipotecario establecer un acuerdo de pago u otra 
alternativa satisfactoria a las partes y no perder su 
vivienda principal.  

 

El proceso para llevar a cabo la mediación compulsoria se 

encuentra regulado por el Artículo 3 de la Ley Núm. 184-2012, 32 

LPRA sec. 2882, el cual dispone que habrá de celebrarse una vista 

o acto de mediación compulsorio dentro de los 60 días después de 

presentada la alegación responsiva por parte del deudor hipotecario 

demandado y antes de que se señale la conferencia con antelación 

al juicio, bajo apercibimiento de desacato. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico (TSPR) en Bco. Santander 

v. Correa García, 196 DPR 452, 472 (2016), expresó sobre este 

particular que, después de presentada la contestación a la demanda, 

el acto de citar para una vista de mediación es un requisito 

jurisdiccional que el tribunal debe cumplir en los casos en los que un 

acreedor solicite la ejecución de una vivienda principal de un deudor, 

salvo en aquellos en que el deudor se encuentre en rebeldía o cuando 

sus alegaciones hayan sido eliminadas por el tribunal. Estas son las 

únicas excepciones que estableció el Legislador. Por lo tanto, si el 

tribunal incumple con el requisito de ordenar la celebración de tal 

vista, éste no tendrá jurisdicción para proceder a dictar sentencia ni 

podrá ordenar la venta judicial del inmueble. En consecuencia, las 

sentencias que el tribunal dicte y las ventas judiciales que ordene 

sin haber señalado una vista de mediación serán nulas y no tendrán 

efecto legal alguno. 

Cónsono con ello, el TSPR interpretó que el requisito 

jurisdiccional que impone la ley conlleva “que ocurra un 
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señalamiento de citación para una vista de mediación, pero la 

extensión de dicho procedimiento y su resultado dependerán de la 

conducta de las partes, según lo dispuesto en la Ley para Mediación 

Compulsoria”. Bco. Santander v. Correa García, supra, pág. 473. Por 

tanto, luego de referir a las partes a mediación, el tribunal podrá 

continuar con el proceso judicial cuando: 1) el acreedor acudió a la 

vista de mediación, pero no se presentó el deudor, 2) a pesar de que 

las partes acudieron a la vista y se cumplieron los requisitos de ley, 

no llegaron a un acuerdo y 3) el deudor no cumplió los acuerdos que 

se produjeron a raíz del proceso de mediación. Id. 

De otra parte, la Oficina de Administración de Tribunales 

(OAT) emitió el 11 de junio de 2013, la Circular Núm. 30, Año Fiscal 

2012-2013, titulada Disposiciones para la implantación del 

procedimiento compulsorio de mediación en casos de ejecución de 

hipotecas (Circular Núm. 30). La misma enfatiza en el Acápite 10 

que “[e]l carácter compulsorio de la celebración de una sesión inicial 

de mediación no implica que las partes estén obligadas a llegar a un 

acuerdo como resultado del proceso”. También hace referencia al 

carácter jurisdiccional de la celebración de la reunión de mediación 

compulsoria en la que el acreedor notificará al deudor hipotecario 

todas las alternativas disponibles en el mercado para las cuales 

cualifique, de manera que pueda evitar la ejecución de hipoteca de 

su residencia principal. Acápites 6-8. 

Sobre las normas que regirán el proceso de mediación, el 

Artículo 5 de la Ley Núm. 184-2012, 32 LPRA sec. 2884, dispone 

que el mismo se regirá por las disposiciones de la Ley Núm. 19 del 

22 de septiembre de 1983, según enmendada, mejor conocida como 

la Ley de Conflictos entre Ciudadanos—Programas y Centros para 

Resolverlos, 4 LPRA secs. 532-532e, y su Reglamento de Métodos 

Alternos para la Solución de Conflictos, 4 LPRA Ap. XXIX, “en todo lo 
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que no sea incompatible” con la Ley Núm. 184-2012. Bco. Santander 

v. Correa García, supra, nota al calce núm. 32, pág. 473. 

En cuanto a las formas de culminar el proceso de mediación, 

la Regla 7.10 del Reglamento de Métodos Alternos para la Solución 

de Conflictos, supra, dispone lo siguiente: 

(a) El proceso de mediación podrá darse por 
terminado en cualquier momento, por cualquiera 
de las partes involucradas o por el mediador o la 
mediadora. 
 

(b) Una vez las partes se hayan acogido al proceso 

de mediación, éste podrá concluir por 
cualquiera de las razones siguientes: 

 
(1) las partes lograron un acuerdo; 

(2) las partes no lograron un acuerdo; 

(3) alguna de las partes incompareció a la vista; 

(4) una o ambas partes se retiran del proceso; 

(5) se venció el término de tiempo concedido por el 
tribunal para la mediación y las partes no 
solicitaron una prórroga, o si la solicitaron, no 
les fue concedida, o 

(6) cuando, a juicio del mediador o de la 
mediadora, el proceso no está resultando 
beneficioso.  

(c) El que se dé por terminada la mediación en alguna 
etapa de un caso no impedirá que se recurra 
nuevamente a este proceso. Bco. Santander v. 
Correa García, supra, nota al calce núm. 33, págs. 
473-474. 

 

Asimismo, el Manual de Normas y Procedimientos de los 

Centros de Mediación de Conflictos (Manual), dispone expresamente 

que “[s]e aceptará que una persona o entidad sea representada por 

una persona natural si ésta última presenta un documento de 

representación1 original…”. Norma 4.07 (a) del Manual. 

Particularmente, la Norma 4.07 (b) del Manual, dispone que el 

documento de representación, como mínimo, debe contener lo 

siguiente: 1) una autorización explícita para que la parte 

representante participe y negocie a favor de la parte representada; 

2) especificar los asuntos que acepta negociar y los límites de la 

                                                 
1 La Norma 1.03 (17) del Manual, define “documento de representación” como 

“una carta, poder, declaración jurada o resolución de una junta de directores(as) 
presentada al Centro por una persona para justificar la representación de una 

parte de un caso (solicitante o requerida como persona natural o jurídica o 

entidad) que está ante la atención de un Centro de Mediación de Conflictos”. 
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negociación; y 3) un compromiso explícito de que la parte 

representada aceptará como suyos los acuerdos que la parte 

representante acuerde y firme como resultado de la mediación. 

Finalmente, la Circular Núm. 30 de la OAT señala: 

El Juez o la Jueza informará a las partes que 
cualquier persona que comparezca en su 
representación a la reunión de mediación compulsoria 
debe tener la autoridad para tomar decisiones. Los(as) 
representantes de cualquiera de las partes deberán 
acreditar su carácter representativo, así como la 
autoridad para tomar decisiones a nombre de la 
parte representada. En los casos referidos a un 
Centro de Mediación de Conflictos de la Rama 
Judicial esto se hará mediante la presentación al 
(a la) mediador(a) del formulario OAT 1351 
Autorización para Representación en Mediación para 
Personas Naturales o el formulario OAT 1360 
Autorización para Representación en Mediación 

para Organizaciones, debidamente completado 
según sea el caso. Acápite 6. (Énfasis suplido). 
 

B. 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal que provee 

nuestro ordenamiento para propiciar la solución justa, rápida y 

económica de controversias en las cuales resulta innecesario 

celebrar un juicio plenario. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 

193 DPR 100, 109 (2015); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, 

pág. 430; Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113 (2012); 

Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 185 DPR 288 (2012). Dicho 

mecanismo está regulado por la Regla 36 de las de Procedimiento 

Civil, supra. La sentencia sumaria es un valioso instrumento 

procesal para descongestionar los calendarios judiciales. Lugo 

Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 194 DPR 209, 225 (2015); Const. José 

Carro v. Mun. Dorado, supra, pág. 128. 

Esta Regla dispone que la solicitud de sentencia sumaria 

puede ser presentada por cualquiera de las partes que solicite un 

remedio por medio de una moción fundada en declaraciones juradas 

o en aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y pertinentes. Se 

dictará sentencia sumaria si las alegaciones, deposiciones, 



 

 

 

KLAN201800130 
 

 

17 

contestaciones a interrogatorios y admisiones ofrecidas, junto a 

cualquier declaración jurada que se presente, si alguna, demuestran 

que no hay controversia real y sustancial sobre algún hecho esencial 

y pertinente y que, como cuestión de Derecho, procede hacerlo. 

Regla 36.3 (e) de Procedimiento Civil, supra; SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, supra, pág. 109. Es decir, únicamente procede en 

aquellos casos en los que no existen controversias reales y 

sustanciales en cuanto los hechos materiales, por lo que lo único 

que queda, por parte del poder judicial, es aplicar el Derecho. 

Oriental Bank & Trust v. Perapi et al., 192 DPR 7 (2014); SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Nieves Díaz v. González Massas, 178 

DPR 820 (2010). Sobre el particular, precisa señalar que, un hecho 

material es aquel que puede afectar el resultado de la reclamación 

al amparo del derecho sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010); Abrams Rivera v. E.L.A., 178 

DPR 914 (2010). La calidad del “hecho material” debe ser suficiente 

como para que sea necesario que un juez o jueza la dirima a través 

de un juicio plenario. Ramos Pérez v. Univisión, supra. Es decir, 

luego de aquilatar prueba testifical y de dirimir cuestiones de 

credibilidad.  

Para demostrar de manera efectiva la inexistencia de 

controversia de hechos, la parte promovente está obligada a exponer 

las alegaciones de las partes, desglosar los hechos sobre los cuales 

aduce no hay controversia en párrafos debidamente numerados y 

para cada uno de ellos deberá especificar la página o párrafo de la 

declaración jurada u otra prueba admisible en evidencia que los 

apoye y las razones por las cuales debe ser dictada la sentencia 

argumentando el derecho aplicable. Regla 36.3 (a) (1) - (4) de 

Procedimiento Civil, supra; SLG Zapata-Rivera v. J. F. Montalvo, 

supra, pág. 432. 
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La parte que se oponga a que se dicte sentencia sumaria, 

según la citada Regla 36.3, supra, deberá controvertir la prueba 

presentada por la parte que la solicita. Para ello, deberá cumplir con 

los mismos requisitos con los que tiene que cumplir el proponente, 

pero, además, su solicitud deberá contener: 

[U]na relación concisa y organizada, con una 
referencia a los párrafos enumerados por la parte 
promovente, de los hechos esenciales y pertinentes 
que están realmente y de buena fe controvertidos, con 
indicación de los párrafos o las páginas de las 
declaraciones juradas u otra prueba admisible en 

evidencia donde se establecen los mismos, así como 
de cualquier otro documento admisible en evidencia 
que se encuentre en el expediente del tribunal. Regla 
36.3 (b) (2), supra. 
 

De no hacerlo, correrá el riesgo de que la solicitud de 

sentencia sumaria sea acogida por el tribunal y se resuelva en su 

contra. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 215; Luan Invest. Corp. 

v. Rexach Const. Co., 152 DPR 652 (2000). 

Es norma firmemente establecida que toda duda sobre la 

existencia de una controversia de hechos bona fide debe ser resuelta 

contra la parte que solicita la sentencia sumaria. SLG Zapata-Rivera 

v. J.F. Montalvo, supra; Córdova Dexter v. Sucn. Ferraiuoli, 182 DPR 

541 (2011). Por lo tanto, al determinar si existen controversias de 

hechos que impiden dictar sentencia sumaria, el juzgador debe 

analizar los documentos que acompañan la solicitud de sentencia 

sumaria y los documentos incluidos con la Moción en Oposición, así 

como los que obren en el expediente. Dicho examen debe ser guiado 

por el principio de liberalidad a favor de la parte que se opone a que 

se dicte sentencia sumaria. Ramos Pérez v. Univisión, supra.  

El TSPR ha establecido que, aunque en el pasado se ha 

referido a la sentencia sumaria como un mecanismo procesal 

“extraordinario”, ello no significa que su uso esté excluido en algún 

tipo de pleito. En ese sentido, no queda impedida la utilización del 

mecanismo de sentencia sumaria en reclamaciones que requieren la 

consideración de elementos subjetivos o de intención, cuando de los 
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documentos a ser evaluados en la solicitud de sentencia sumaria 

surge que no existe controversia en cuanto a hechos materiales. 

Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 219. 

En cuanto al análisis que le corresponde realizar a este foro al 

momento de revisar la denegatoria o la concesión de una moción de 

sentencia sumaria, en Meléndez González, et al. v M. Cuebas, supra, 

pág. 100, el TSPR expresó que, al estar regidos por la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, debemos aplicar “los mismos criterios 

que esa regla y la jurisprudencia le exigen al foro primario”. Id., pág. 

118. Claro está, no nos corresponde considerar prueba que no se 

presentó ante el TPI ni adjudicar los hechos materiales que están en 

controversia, ya que eso le incumbe al foro primario luego de 

celebrar un juicio en su fondo. Id. Lo que nos atañe es revisar si la 

moción y su oposición cumplen con los requisitos de la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, así como examinar si existen hechos materiales 

en controversia y, de haberlos, a tenor de la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil, supra, exponerlos concretamente, así como los 

que están incontrovertidos. Id. Dicha determinación podemos 

hacerla en la Sentencia que disponga del caso, haciendo referencia 

“al listado numerado de hechos incontrovertidos que emitió el foro 

primario en su Sentencia”. Id. Por último, nos corresponde revisar 

de novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó correctamente el 

Derecho a la controversia. Id., pág. 119. 

 

III. 

En síntesis, los apelantes solicitan que revoquemos la 

Sentencia que dispuso de forma sumaria la controversia entre las 

partes y, consecuentemente, les condenó a pagar las sumas 

reclamadas por el apelado. 

Conforme a la normativa previamente expuesta, la revisión de 

este Tribunal es una de novo y el examen del expediente se debe 
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hacer de la manera más favorable hacia la parte que se opuso a la 

solicitud de sentencia sumaria, llevando a cabo todas las inferencias 

permisibles a su favor. 

Al examinar la moción de sentencia sumaria presentada por 

el apelado y la oposición de los apelantes, advertimos que los 

apelantes incumplieron crasamente con la norma jurisprudencial 

establecida que obliga al opositor de una moción de sentencia 

sumaria contestar en forma tan detallada y específica como lo hizo 

el promovente. Regla 36.3 (c) de las de Procedimiento Civil, supra; 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra. Los apelantes tampoco 

han refutado los hechos materiales y esenciales con prueba 

admisible que impugne los hechos de la moción de sentencia 

sumaria. SLG Zapata-Rivera v. J. F. Montalvo, supra. 

En fin, los apelantes hicieron precisamente lo que el TSPR ha 

insistido que no se debe hacer, a saber: cruzarse de brazos y 

descansar en sus alegaciones. Córdova Dexter v. Sucn. Ferraiuoli, 

supra, pág. 556; Piovanetti v. S.L.G. Touma, S.L.G. Tirado, 178 DPR 

745, 774 (2010). Dicha conducta procesal tiene como efecto 

considerar probados aquellos hechos admisibles en evidencia que 

no fueron controvertidos por el apelante. 

Ahora bien, para dilucidar el planteamiento relativo a la 

sentencia sumaria, y en cumplimiento con el mandato emitido por 

el TSPR en Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, 

disponemos que no hay controversia sobre los siguientes hechos: 

1) El 3 de septiembre de 2004, los esposos Blanco-
Martínez suscribieron una Línea de Crédito 
Comercial a Individuos, por la suma principal de 
$500.000. 
 

2) El 10 de marzo de 2008, los esposos Blanco-
Martínez suscribieron una Enmienda al Contrato 
de Línea de Crédito, mediante el cual convirtieron 
la línea de crédito otorgada el 3 de septiembre de 
2004 en un préstamo a término por $650.000 
(Préstamo #1). 

 
3) Para garantizar el Préstamo #1, el 10 de marzo de 

2008, los esposos Blanco-Martínez suscribieron 
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un Pagaré, por la suma de $650,000 e intereses 
por los primeros 24 meses a razón de una tasa fija 
igual a 7%. Luego, los intereses se ajustarán al 1% 
sobre la tasa de interés base al momento de su 
revisión cada 24 meses, según publicada de 
tiempo en tiempo, por el Citibank, N.A. en sus 
oficinas principales en New York. 

 
4) Para garantizar el pago y fiel cumplimiento de las 

obligaciones, el 10 de marzo de 2008, los esposos 
Blanco-Martínez suscribieron los siguientes 
documentos: 

 
a) Acuerdo de Gravamen Mobiliario, mediante el 

cual entregaron en carácter prendario los 
siguientes pagarés hipotecarios: 
 
i) Pagaré hipotecario a la orden de 

Westernbank Puerto Rico por la suma 
principal de $500,000 con interés al 1.50% 
sobre el prime rate y vencedero a la 
presentación, constituida mediante la 
Escritura Número 883 otorgada el 3 de 
septiembre de 2004 ante el Notario Público 
Adrián J. Hilera Torres, presentada y 
pendiente inscripción al asiento 143 del 
diario 1068 de Santurce Norte, Registro de 
la Propiedad de Puerto Rico, Sección 1ra de 
San Juan, finca número 14015. Dicho 
pagaré está garantizado por la hipoteca 
constituida mediante la Escritura Núm. 
883. (Pagaré Hipotecario 1). 

 
ii) Pagaré hipotecario pagadero a la orden de 

Westernbank Puerto Rico por la suma 
principal de $150,000 con interés al 3.00% 
sobre el prime rate y vencedero a la 
presentación, constituida mediante la 
Escritura Número 14 otorgada el 10 de 
marzo de 2008 ante el Notario Público 
Gadiel O. Rosario Rivera. Véase. Dicho 
pagaré está garantizado por la hipoteca 
constituida mediante la Escritura Núm. 14. 
(Pagaré Hipotecario 2). 

 
b) Contrato de Cesión  

 
c) Garantía otorgada por Music Solutions, Inc., 

por medio de su Presidente, para garantizar 
todas las obligaciones presentes, pasadas y 
futuras. 

 
5) El 16 de noviembre de 2009, los esposos Blanco-

Martínez suscribieron un Pagaré de Préstamo 
Hipotecario para Uso Personal Pagadero a Plazos 
con Tablas de Amortización Variables, por la suma 
principal de $300.000 e intereses pagaderos en 
420 plazos mensuales consecutivos de principal e 
intereses como sigue: (i) comenzando el 20 de 
diciembre de 2009, 24 plazos mensuales 
consecutivos de $1,708.55 cada uno de principal e 
intereses a razón del 5.99% anual, y (ii) 
comenzando el 20 de diciembre de 2011, 396 
plazos mensuales consecutivos de principal e 
intereses computados al tipo fijo resultante al 
añadir 1% a la tasa de interés preferencial 
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establecida de cuando en cuando por el Citibank, 
N.A. (Préstamo #2). 
 

6) Mediante Acuerdo de Gravamen Mobiliario 
suscrito por los esposos Blanco-Martínez el 16 de 
noviembre de 2009, entregaron a Westernbank de 
Puerto Rico los siguientes pagarés hipotecarios: 

 
i) Pagaré Hipotecario No Negociable a la orden de 

Westernbank Puerto Rico, por la suma 
principal de $200,000, vencedero el 31 de 
diciembre de 2044, e intereses pactados como 
sigue: 

 
ii) a razón del 5.99% anual, a partir de esta fecha 

y durante los siguientes 24 meses; y 
 

iii) durante períodos consecutivos de 24 meses 
siguientes, a razón del tipo fijo resultante al 
añadir 1 puntos(s) porcentual(es) a la Tasa 
Preferencial (“prime rate”), según establecido de 
cuando en cuando por el Citibank, N.A. en la 
Ciudad de New York, vigente al comenzar cada 
período consecutivo de 24 meses, o al 5.99% 
anual, cual sea mayor, hasta su total y 
completo pago. 

 
iv) Dicho pagaré está garantizado por la hipoteca 

constituida mediante la Escritura Núm. 365 
otorgada el 16 de noviembre de 2009 ante el 
Notario Público Leo M. Irizarry Román. (Pagaré 
Hipotecario 3). 

 
b) Pagaré Hipotecario No Negociable a la orden de 

Westernbank Puerto Rico, por la suma principal de 
$100,000, vencedero el 31 de diciembre de 2044, 
más intereses sobre la misma como sigue: 
 
i) a razón del 5.99% anual, a partir de esta fecha 

y durante los siguientes 24 meses; y 
 
ii) durante períodos consecutivos de 24 meses 

siguientes, a razón del tipo fijo resultante al 
añadir 1 puntos(s) porcentual(es) a la Tasa 
Preferencial (“prime rate”), según establecido de 
cuando en cuando por el Citibank, N.A. en la 
Ciudad de New York, vigente al comenzar cada 

período consecutivo de 24 meses, o al 5.99% 
anual, cual sea mayor, hasta su total y 
completo pago. (Anejo 16).  (Pagaré Hipotecario 
4). 

 

Dicho pagaré está garantizado por la hipoteca 
constituida mediante la Escritura Núm. 366 
otorgada el 16 de noviembre de 2009 ante el 
Notario Público Leo M. Irizarry Román.  

 

Adjudicado el caso a la luz de los parámetros de la Regla 36 

de las de Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia 

interpretativa, concluimos que la sentencia sumaria estuvo 

correctamente dictada. Así, atenderemos los señalamientos de error 

de los apelantes. 
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En los primeros cinco errores los apelantes señalan que el TPI 

carecía de jurisdicción para dictar sentencia debido a que no se 

celebró la vista de mediación compulsoria que requiere la Ley Núm. 

184-2012. En específico, señalan que el TPI no tenía jurisdicción 

para citar a Music Solutions, Inc. a la vista de mediación 

compulsoria por ser esta una persona jurídica, a la que no le 

aplicaban las disposiciones de la Ley Núm. 184-2012. Por último, 

alegan que la mediadora no tenía discreción para concluir que el 

caso no era adecuado para mediación. 

El señalamiento de los apelantes no encuentra apoyo en la 

norma antes discutida. De acuerdo a la Ley Núm. 184-2012, cuando 

el acreedor hipotecario inicie un proceso de ejecución de hipoteca 

que pueda culminar en la venta judicial de la vivienda principal de 

su deudor, es obligatorio celebrar una vista o un acto de mediación 

entre las partes para auscultar las alternativas disponibles con el 

fin de evitar tal ejecución o venta judicial. La jurisprudencia 

interpretativa de esta Ley aclara que la citación o señalamiento del 

tribunal a la reunión de mediación compulsoria es suficiente para 

que el tribunal adquiera su jurisdicción sobre el caso y pueda emitir 

la sentencia correspondiente en su día. El TSPR también determinó 

que la duración y el resultado de la mediación no inciden sobre la 

jurisdicción del tribunal. En este contexto, el TSPR explicó las 

conductas de las partes que podrían acarrear la conclusión del 

procedimiento de mediación, entre las cuales está, el desistimiento 

unilateral y la incomparecencia del deudor. Bco. Santander v. Correa 

García, supra. Véase, además, el Artículo 3 de la Ley Núm. 184-

2012, 32 LPRA sec. 2882, sobre las formas de culminar el proceso 

de mediación. 

En el presente caso, el TPI citó a todas las partes a la Sesión 

de Mediación. Concluida la sesión, la mediadora notificó al TPI que 

Music Solutions, Inc. no compareció a la sesión de mediación; el 
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acreedor hipotecario no brindó al deudor hipotecario la orientación 

requerida por la Ley Núm. 184-2012; y que, considerando las 

condiciones del caso, concluyó que no era adecuado para mediación 

en ese momento. 

Según indicado, en los casos ante el Centro de Mediación de 

Conflictos, las partes deben acreditar su carácter representativo 

y su capacidad para tomar decisiones por medio del formulario 

OAT-1351, para personas naturales, o por medio del formulario 

OAT 1360, para personas jurídicas. No surge del expediente que 

el Sr. Enrique Blanco proveyó la autorización, ya sea por medio del 

formulario OAT 1360 o resolución corporativa que acreditara que 

estaba autorizado para comparecer al proceso y vincularse con los 

posibles acuerdos que alcanzaran las partes en el proceso. Ello de 

por sí era suficiente para dar por terminado el proceso de mediación 

y continuar el trámite ante el TPI. 

Aparte de lo anterior, destacamos que el requisito 

jurisdiccional que impone la Ley Núm. 184-2012 es que ocurra un 

señalamiento o citación para una vista de mediación, lo cual sucedió 

en este caso, pero el resultado de dicho proceso dependerá de la 

conducta de las partes. En consecuencia, contrario a lo afirmado 

por los apelantes y, conforme al derecho expuesto, el TPI tenía 

jurisdicción para dictar la sentencia sumaria, por lo que no incidió 

al así actuar. Así pues, concluimos que los errores señalados no 

fueron cometidos. 

En el sexto señalamiento de error, los apelantes sostienen que 

existe una controversia en cuanto a los intereses que el Banco tiene 

derecho a cobrar, lo que impide se dicte sentencia sumaria en el 

presente caso. La manera en que se han de computar los intereses 

pactados está consignada de forma clara en los contratos suscritos 

entre las partes. En virtud de ello, el cómputo de los intereses 

claramente pactados, no constituye una controversia real en el caso.  
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A la luz de los requisitos de la Regla 36 de Procedimiento Civil, 

supra, el apelado demostró al TPI la procedencia de su solicitud para 

que dictara sentencia sumariamente a su favor. Por tanto, 

concluimos que el TPI cumplió con su función al dictar sentencia 

sumariamente a favor del apelado, de conformidad con la prueba 

presentada y al derecho aplicable. Los apelantes no presentaron 

argumentos sustentados, ni prueba admisible que de alguna forma 

demostrara un interés distinto al interés pactado, ni la cuantía 

reclamada por el Banco en concepto de intereses. 

En el séptimo señalamiento de error, los apelantes alegan que 

el TPI incidió al disponer en la Sentencia la ejecución de la hipoteca 

que grava la residencia de los esposos Blanco-Martínez que 

garantiza el Pagaré #3, ya que dicha hipoteca no está inscrita en el 

Registro de la Propiedad. En su escueto argumento arguyen que el 

“[e]l Art. 1774, 31 L.P.R.A., sec. 5042, del Código Civil dispone que 

‘es indispensable, para que la hipoteca quede válidamente 

constituida, que el documento en que se constituya sea inscrito en 

el Registro de la Propiedad’”. 

En cuanto a dicho argumento basta señalar que el Banco 

inició el presente caso como una acción ordinaria de cobro de dinero 

y ejecución de hipoteca. Nuestro ordenamiento jurídico ha 

determinado que la acción de ejecución de hipoteca por la vía 

ordinaria es de naturaleza mixta, a saber: la personal y la real. First 

Fed. Savs. v. Nazario et als., 138 DPR 872, 879 (1995); CRUV v. 

Torres Pérez, 111 DPR 698, 699 (1981). El acreedor puede optar por 

tratar de obtener la satisfacción de la sentencia que sea dictada en 

su crédito mediante requerimiento personal al deudor o mediante la 

ejecución de la garantía hipotecaria First Fed. Savs. v. Nazario et 

als., supra. 

Por otra parte, el Artículo 1774 del Código Civil 31 L.P.R.A. 

sec. 5042.9, establece que “es indispensable, para que la hipoteca 
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quede válidamente constituida, que el documento en que se 

constituya sea inscrito en el registro de la propiedad”.  

En virtud de lo anterior, el TPI expresamente dispuso en su 

Sentencia que: “[s]i la parte demandante interesa ejecutar la 

hipoteca sobre la propiedad descrita en el inciso 10(b), entonces 

deberá presentar la certificación registral que demuestre la 

inscripción del gravamen hipotecario, al momento de solicitarse su 

ejecución”. En estas circunstancias, entendemos que el TPI actuó 

correctamente al así disponer.  

Finalmente, en el octavo señalamiento de error, los apelantes 

aducen que el TPI incidió al desestimar sumariamente la 

reconvención porque la Resolución emitida por este Tribunal el 31 

de marzo de 2015 constituye la ley del caso. No tienen razón. 

Sabido es que la referida norma confiere finalidad a los 

derechos y obligaciones que, debidamente adjudicados en el ámbito 

judicial mediante un dictamen firme, no hayan sido modificados o 

revocados. Cacho Pérez v. Hatton Gotay y otros, 195 DPR 1, 8 (2016); 

Mgmt. Adm. Servs., Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 606 (2000). Estas 

determinaciones judiciales que constituyen la ley del caso, incluyen 

todas aquellas cuestiones finales consideradas y decididas por un 

tribunal. Cacho Pérez v. Hatton Gotay y otros, supra. En nuestra 

previa determinación que emitimos en el caso KLCE201401720, 

nada dispusimos en cuanto a los méritos de la controversia que 

vincula a los aquí comparecientes. Nuestra expresión en dicho caso 

únicamente se limitó a denegar la expedición del auto de certiorari 

entonces solicitado por el apelado, por lo que ningún derecho se 

adjudicó. En estas circunstancias, la doctrina invocada por los 

apelantes, no aplica al presente recurso. No se cometieron los 

errores señalados. 

IV. 
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Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


